
XEGA y la FELGTB- que se hace 
una interpretación discriminatoria 
e involutiva de la ley y forzando a 
intervenir a la ministra de Sanidad, 
Leire Pajín, quien por un lado apeló 
a que revisaría la situación en la 
siguiente Comisión de Prestaciones 
y Asesoramiento, al tiempo que hacía 
declaraciones que secundaban la 
postura del Gobierno asturiano, de su 
mismo partido (4). 

Con un cambio de Gobierno 
autonómico a la vista, la incertidumbre 
continúa en Asturias. Las mujeres que 
no van con un varón a la consulta 
siguen siendo excluidas de los servicios 
de reproducción asistida; el consejero 
de Salud en funciones, Quirós, se niega 
a reconsiderar su actitud; y la ministra 
Pajín permanece en silencio, al igual 
que una parte del propio movimiento 
LGTB.  

¿Qué pasará ahora? No hay una 
respuesta clara. Aunque sí declaración 
de intenciones, como la de XEGA, quien 
ha otorgado un polémico anti galardón- 
el Ladrillo Rosa- al Instituto Asturiano 
de la Mujer, por su nula defensa de 
las afectadas. La crisis económica y el 
ataque a los derechos sociales serán el 
escenario de las próximas actuaciones. 
Lo único claro es que la baja natalidad 
española será uno de nuestros 
principales problemas como sociedad. 
Y que medidas como ésta no ayudan en 
absoluto a paliarlo. Lo demás, habrá que 
esperar para verlo. 

Reproducción
asistida y derechos

Carmen G. Hernández

COMO CONSECUENCIA de los 
avances sociales vividos en España en las últimas 
décadas, en 2006 se reforma la Ley de Reproducción 
Asistida, creada en 1988, para intentar adaptarla a la 
nueva realidad social y tecnológica. Esta reforma, aun-
que no es perfecta (sobre todo por su escasa adap-
tación a la nueva realidad matrimonial) supone un 
paso muy importante en el avance de los derechos 
reproductivos de las mujeres lesbianas y bisexuales. 
Sobre todo por el énfasis en un aspecto: la no discri-
minación: “La mujer podrá ser usuaria o receptora de 
las técnicas reguladas en esta Ley con independencia 
de su estado civil y orientación sexual” (1).

Pero, ¿esta cobertura legal cómo se recoge 
en la sanidad pública? Desde 2006, la Cartera de 
Servicios Comunes (2) explica que se debe prestar 
servicios de reproducción humana asistida: “Cuando 
haya un diagnóstico de esterilidad o una indicación 
clínica establecida” (3). ¿Y qué es la esterilidad? Según el 
Instituto Valenciano de Infertilidad (IVI): “La dificultad 
para conseguir un embarazo tras un año de relaciones 
sexuales frecuentes, próximas del día de ovulación y 
sin protección”. Una definición entendida durante 

años en muchas comunidades Autónomas (CCAA) 
conforme a la diversa realidad social española actual: 
imposibilidad para concebir sin ayuda de reproducción 
asistida. Y por eso, miles de mujeres sin pareja o parejas 
de mujeres han sido tratadas en la sanidad pública 
durante estos años, para ayudarles a concebir. Bien por 
inseminación artificial o por fecundación in vitro si la 
primera técnica no funcionaba. Al igual que muchas 
más parejas heterosexuales estériles.

Como en otras cuestiones, cada CCAA añade 
diferentes matices a la ejecución de la normativa. No 
ha sido un camino fácil y las quejas han sido múltiples 
a lo largo de estos años para toda la población afectada: 

Salud

cuestiones de edad, arbitrariedad en el 
acceso (en algunos lugares, en función del 
profesional que atendiera había más o menos 
problemas para recibir tratamiento), entre 
otras. Especialmente algunas CCAA están 
poniendo más dificultades en la prestación, 
como Murcia, Cataluña o Madrid. Pero lo 
que marca un antes y un después tiene lugar 
el pasado mes de abril en Asturias, cuando 
por primera vez una Consejería de Salud 

considera públicamente que no puede 
haber diagnóstico de esterilidad cuando 
no hay varón, cambiando, bruscamente, 
la política llevada a cabo hasta ese 
momento.

El shock es tremendo para el 
movimiento LGTB asturiano, pues 
son varias lesbianas las primeras en ser 
excluidas de los tratamientos (una de 
ellas ya había iniciado el proceso). Las 
afectadas denunciaron públicamente 
la situación pues consideraban -al 
igual que el colectivo asturiano 
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(1) 	 Tal y como se detalla en su artículo 6.1.
(2) 	 La Cartera de Servicios Comunes rige en todo el territorio del Estado español y marca los mínimos de cumplimiento obligado.
(3)	  Artículo 5.3.8. del Real Decreto 1030/2006.
(4) 	 Poco a poco se van sumando más voces 	críticas en Asturias, como un sector del movimiento feminista asturiano. Y fuera de Asturias diversas activistas lesbianas crearon una Plataforma por la Defensa de los Derechos Reproductivos de las Lesbianas en la Sanidad Pública para exigir a la ministra Pajín una rectificación en su postura y que el Catálogo de 

Prestaciones Comunes garantice, de 
manera inequívoca, la cobertura gratuita del derecho reproductivo de todas las mujeres que hacen su proyecto vital sin un varón. Quien desee adherirse (individual o colectivamente) puede firmar en: http://actuable.es/peticiones/pide-la-ministra-sanidad-defienda-derechos).

Pintada en Buenos Aires, fotografía de Draken.. 

"Que el Catálogo de Prestaciones Comunes 

garantice, de manera inequívoca, la cobertura gratuita del 

derecho reproductivo de todas las mujeres que hacen 

su proyecto vital sin un varón".
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